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La ética no debe quedarse en la puerta de la sala del
tribunal: quienes elaboran las leyes deben estar sujetos a
los más altos estándares de integridad, responsabilidad y

confianza pública.

En todas las jurisdicciones —ya sea en Canadá, Estados Unidos, el
Reino Unido o la Unión Europea—, los abogados están sujetos a
códigos éticos bien definidos. Estas normas exigen competencia,
integridad, independencia, lealtad hacia los clientes, franqueza ante los
tribunales y el deber de defender el propio Estado de derecho.
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Sin embargo, persiste una llamativa asimetría: quienes *ejercen* la
abogacía están estrictamente regulados; quienes *elaboran* las leyes, a
menudo no lo están.

Los legisladores ejercen un poder mucho mayor. Dan forma a las
normas que rigen sociedades enteras. Y, sin embargo, en muchas
democracias, sus obligaciones éticas siguen siendo vagas, se aplican de
forma insuficiente o se manipulan políticamente.

Si esperamos que los abogados actúen como funcionarios del tribunal y
guardianes de la justicia, deberíamos esperar al menos lo mismo —si no
más— de los legisladores.

A continuación se presenta una propuesta de **Código Universal de
Ética para Legisladores**, basada en los principios de ética jurídica
existentes y adaptada a las realidades de la gobernanza democrática.

---

1. Deber para con el Estado de derecho

Los abogados están obligados a defender el Estado de derecho, incluso
cuando entre en conflicto con los intereses de sus clientes.

A los legisladores se les debe exigir un nivel aún más alto: no deben
promulgar, apoyar ni tolerar leyes que socaven el orden constitucional,
la independencia judicial o los derechos fundamentales.

Este principio ya se refleja en diversos juramentos constitucionales de
toma de posesión y en normas internacionales (por ejemplo, las normas
de la Comisión de Venecia). Pero con demasiada frecuencia se trata
como algo simbólico en lugar de vinculante.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben negarse a apoyar
medidas que violen a sabiendas las normas constitucionales o socaven
las instituciones democráticas.



---

2. Deber de integridad y honestidad

Los abogados no pueden engañar a los tribunales ni actuar de forma
deshonesta.

Sin embargo, los legisladores realizan habitualmente declaraciones
públicas a sabiendas falsas sin que ello tenga consecuencias.

Las normas parlamentarias vigentes en algunas jurisdicciones prohíben
«engañar a la Cámara», pero su aplicación es poco frecuente y a
menudo partidista.

**Norma propuesta:** Los legisladores no deben tergiversar a
sabiendas los hechos en los debates legislativos, las declaraciones
públicas o las comunicaciones oficiales. El engaño deliberado debe
acarrear sanciones significativas.

---

3. Deber de competencia

Los abogados deben proporcionar una representación competente, lo
que significa que deben comprender la ley y los hechos relevantes para
su trabajo.

Los legisladores, por el contrario, a menudo votan sobre legislación
compleja que no han leído ni comprendido.

Si bien los sistemas políticos no exigen que los legisladores sean
abogados, sí les exigen que ejerzan un juicio informado.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben hacer esfuerzos
razonables por comprender el contenido, las implicaciones y las



consecuencias de las leyes que apoyan o a las que se oponen. El
partidismo ciego no es una excusa para la ignorancia.

---

4. Deber de lealtad al interés público

Los abogados deben lealtad a sus clientes. Los legisladores, en teoría,
deben lealtad al público.

Sin embargo, la disciplina de partido, la influencia de los donantes y la
ambición personal distorsionan con frecuencia ese deber.

Existen regímenes de conflicto de intereses en muchas jurisdicciones,
pero a menudo son limitados y reactivos.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben anteponer el interés
público a los intereses personales, económicos o partidistas. Esto
incluye evitar tanto los conflictos reales como la apariencia de
irregularidad.

---

5. Deber de independencia

La ética jurídica hace hincapié en la independencia frente a influencias
indebidas, ya sean de clientes, gobiernos o terceros.

Los legisladores se enfrentan a una presión constante por parte de
grupos de presión, donantes y la dirección de los partidos.

Si bien el cabildeo es una parte legítima de los sistemas democráticos,
la influencia opaca no lo es.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben actuar con independencia
de presiones externas indebidas y deben revelar las influencias



significativas en su toma de decisiones, incluidos los contactos de
cabildeo y las relaciones financieras.

---

6. Deber de transparencia

Los abogados deben mantener registros adecuados y, en muchos
casos, revelar información relevante a los clientes y a los tribunales.

Los legisladores operan en la esfera pública y deben estar sujetos a un
estándar de transparencia más elevado.

Muchas jurisdicciones ya exigen la divulgación de información
financiera, pero esta suele ser incompleta o difícil de interpretar.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben divulgar de forma clara,
accesible y oportuna sus intereses financieros, obsequios, interacciones
con grupos de presión y posibles conflictos.

---

7. Deber de rendición de cuentas

Los abogados están sujetos a medidas disciplinarias por parte de los
colegios profesionales. Pueden ser sancionados, suspendidos o
inhabilitados.

Los legisladores, sin embargo, a menudo solo rinden cuentas en las
urnas, un instrumento demasiado impreciso y poco frecuente para
abordar las infracciones éticas.

Existen comisionados de ética y comisiones parlamentarias, pero con
frecuencia carecen de independencia o de poder de ejecución.



**Norma propuesta:** Los legisladores deben estar sujetos a
organismos de supervisión independientes y no partidistas con
autoridad real para investigar y sancionar las infracciones éticas.

---

8. Deber de respeto y civismo

Los tribunales exigen decoro. Los abogados que incurren en conductas
abusivas o perturbadoras se enfrentan a consecuencias.

Los órganos legislativos, por el contrario, han experimentado una
erosión constante de la cortesía, a menudo recompensada con atención
mediática y beneficios políticos.

Si bien el debate enérgico es esencial, la degradación del discurso
socava la confianza pública.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben participar en un debate
respetuoso y basado en hechos, y abstenerse de ataques personales,
discursos de odio o conductas que menoscaben la dignidad de la
institución.

---

9. Deber de evitar el abuso de poder

Los abogados tienen prohibido utilizar los procesos legales con fines
indebidos.

Los legisladores, sin embargo, pueden explotar las herramientas
procesales, los poderes de emergencia o las lagunas legislativas para
obtener ventajas partidistas.

Algunos ejemplos son la manipulación de los distritos electorales, el uso
indebido de la legislación de emergencia o atacar a los oponentes



políticos a través de la elaboración de leyes.

**Norma propuesta:** Los legisladores no deben utilizar su autoridad
para afianzar el poder, reprimir a la oposición o manipular los procesos
democráticos en beneficio propio o partidista.

---

10. Deber de proteger los derechos y a las minorías

La ética jurídica reconoce deberes más amplios en materia de justicia,
incluyendo la equidad y el respeto de los derechos.

Los legisladores desempeñan un papel directo en la configuración del
panorama de los derechos. Sin embargo, la historia demuestra que las
mayorías pueden pisotear —y de hecho pisotean— las protecciones de
las minorías.

Los marcos internacionales de derechos humanos ya imponen
obligaciones a los Estados, pero rara vez se exige responsabilidad
personal a los legisladores individuales.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben garantizar que las leyes
respeten los derechos fundamentales y no discriminen injustamente a
personas o grupos.

---

11. Deber de administración

Los abogados son guardianes de los intereses de sus clientes. Los
legisladores son guardianes de las instituciones públicas.

Esto incluye la responsabilidad fiscal, la planificación a largo plazo y la
preservación de las normas democráticas.



Las ganancias políticas a corto plazo suelen provocar daños
institucionales a largo plazo.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben actuar como
administradores de los recursos e instituciones públicas, dando
prioridad al bienestar social a largo plazo frente a la ventaja política
inmediata.

---

12. Deber de conciencia ética continua

Los profesionales del derecho están obligados a participar en una
formación continua y a reflexionar sobre las normas éticas.

Los legisladores rara vez reciben formación ética estructurada tras
asumir el cargo.

**Norma propuesta:** Los legisladores deben recibir formación ética
periódica y reafirmar su compromiso con estos principios a lo largo de
su mandato.

---

Cerrar la brecha entre el derecho y la elaboración de leyes

La ironía es difícil de pasar por alto: a las personas que defienden casos
ante los tribunales se les exigen normas éticas más estrictas que a
quienes redactan las leyes que esos tribunales interpretan.

Esta brecha no es meramente académica. Tiene consecuencias reales:
erosión de la confianza pública, polarización, corrupción y, en última
instancia, declive democrático.

Muchos de los principios esbozados anteriormente ya existen de forma
fragmentada en distintas jurisdicciones: leyes sobre conflictos de



intereses, requisitos de divulgación, normas parlamentarias y
juramentos constitucionales.

Pero carecen de coherencia, consistencia y, lo que es más importante,
de aplicabilidad.

Un código universal no eliminaría las conductas indebidas. Pero
establecería un punto de referencia claro —uno que trascienda los
sistemas políticos y las diferencias culturales, arraigado en los mismos
valores fundamentales que guían la profesión jurídica—. Es tan
necesario en las democracias occidentales como lo es en Rusia,
Estados Unidos y Ucrania.

Si se espera que los abogados sirvan a la justicia, debe esperarse que
los legisladores la *encarnen*.

La norma debería ser sencilla: quienes elaboran la ley deberían ser al
menos tan éticos como quienes la practican.

Cualquier cosa menos que eso es un riesgo que ninguna sociedad
democrática puede permitirse.
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